[14593]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 1.
ENMIENDA

De sustitución.

Sustituir el texto del artículo 1 por el siguiente:

Esta Ley tiene por objeto introducir en el ordenamiento jurídico las reformas estructurales necesarias para crear las condiciones que favorezcan una economía sostenible.

JUSTIFICACIÓN: Coherencia con el título del proyecto de Ley.

[14595]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 2.
ENMIENDA

De sustitución.

Se propone sustituir el texto del artículo 2 por el siguiente:

“A los efectos de la presente Ley, se entiende por economía sostenible la que suponga una reducción progresiva de la explotación de recursos naturales y de la generación de recursos no renovables; que compatibilice la calidad de vida con la reducción de la huella ecológica; que favorezca la igualdad de oportunidades y que garantice el respeto ambiental, de forma que permita satisfacer las necesidades de las generaciones presentes sin comprometer las posibilidades de las del futuro para atender sus propias necesidades.”

JUSTIFICACIÓN: Coherencia con el título del proyecto de Ley.

[14597]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 3.
ENMIENDA

De sustitución.

Se propone sustituir el texto del artículo 3 por el siguiente:

“La acción de los poderes públicos en sus respectivos ámbitos de competencia para impulsar la sostenibilidad de la economía española, en los términos definidos en el artículo anterior, estará guiada por los siguientes principios:

1. El cierre de los ciclos de la materia, evitando para ello la introducción de xenobióticos en los ciclos naturales.

2. El uso limitado de todos los recursos, a un ritmo que produzca niveles de residuos que el ecosistema pueda absorber.

3. Explotación de los recursos renovables en proporciones que no sobrepases la capacidad del ecosistema de regenerar tales recursos.

4. Basar la economía en lo local, en los circuitos cortos, lo que implica una drástica reducción de la movilidad, especialmente la motorizada.

5. Usar fuentes energéticas renovables.

6. Buscar la cooperación frente a la competitividad.  Redistribuir con criterios ecológicos y de equidad el acceso a recursos naturales y las riquezas.”

JUSTIFICACIÓN: Coherencia con el título del proyecto de Ley.

[14598]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 15. 4.
ENMIENDA

De modificación.

Sustituir “dos años” por cinco años.

JUSTIFICACIÓN: Dos años es un plazo insuficiente para garantizar que no se usa desde el sector privado el conocimiento y los contactos realizados en el Organismo Regulador.

[14602]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 27. a.
ENMIENDA

De modificación.

Sustituir “incrementarán la transparencia” por “serán transparentes”.

JUSTIFICACIÓN: No se trata de aumentar el grado de transparencia, sino de hacerla efectiva.

[14605]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 27. b.
ENMIENDA

De modificación.

Sustituir “aumentarán la transparencia” por “serán transparentes”.

JUSTIFICACIÓN: No se trata de aumentar el grado de transparencia, sino de hacerla efectiva.

[14607]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 27. Letra nueva.
ENMIENDA

De adición.

Se añade un nuevo apartado

c) La remuneración de los consejeros y altos directivos de las sociedades, entidades y empresas citadas en los apartados anteriores no podrá exceder, por todos los conceptos, de una cantidad equivalente a cincuenta veces el salario mínimo interprofesional.

JUSTIFICACIÓN: Necesidad de incluir un límite máximo de retribución de obligado cumplimiento que permita avanzar hacia una sociedad con un reparto efectivo de la riqueza.

[14608]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 39. Apartado nuevo.
ENMIENDA

De adición.

De adición de un nuevo apartado:

5. El Gobierno, en el plazo de un año, aprobará un proyecto de Ley para las empresas multinacionales españolas que las obligue a respetar los derechos humanos, laborales y socioeconómicos en todos los países donde tengan actividad y cuyo incumplimiento, en cualquier parte del mundo, pueda ser juzgado en el Estado español.

JUSTIFICACIÓN: Evitar prácticas perversas de las empresas multinacionales y combatir la deslocalización provocada por menores costes de fabricación a costa de la explotación humana y de recursos naturales en otros paises.

[14610]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 40.
ENMIENDA

De supresión.

Se suprime el Artículo 40.  

JUSTIFICACIÓN: El control preventivo de la administración (ambiental en este caso que se trata de sostenibilidad) respecto de distintas actividades que tienen una repercusión sobre el medio ambiente es un instrumento básico y esencial en la consecución del objetivo de sostenibilidad.

[14611]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 45.
ENMIENDA

De supresión.

Se suprime el Artículo 45. 

JUSTIFICACIÓN: La propuesta va en contra de la actuación preventiva de la administración local, desapoderándola del que hasta ahora era su principal instrumento para el ejercicio de sus competencias en materia de medio ambiente: la licencia municipal.    Excluida la necesidad de otorgar la previa licencia, se limita la capacidad de actuar contra la contaminación acústica, o la generación de olores, ruidos o residuos, por ejemplo, si previo a la entrada en funcionamiento de un establecimiento no debe establecer unos límites y verificar el respeto de los mismos.

[14612]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo Nuevo a continuación del Artículo 52.
ENMIENDA

De adición.

Se añade un nuevo Artículo con el siguiente texto:

Artículo XX. Reserva de espectro para iniciativas ciudadanas y fomento de la participación ciudadana en la sociedad de la información.

Con el objeto de fomentar la presencia de la ciudadanía y de las entidades privadas sin ánimo de lucro y garantizar el pluralismo, la libertad de expresión y la participación ciudadana en la sociedad de la información, así como favorecer el desarrollo de servicios de la información que atiendan necesidades sociales y culturales o den servicio a sectores excluidos de la sociedad, se realizarán las siguientes mediadas:

1. Realizar una reserva de espectro radioeléctrico para garantizar el acceso y uso ciudadano a las tecnologías de la información que permitan que entidades sin ánimo de lucro puedan promover redes telemáticas inalámbricas, servicios de comunicación, etc.

2. Los servicios de la sociedad de la información sin finalidad lucrativa estarán exentos del pago de tasas por el uso del espectro radioeléctrico.

JUSTIFICACIÓN: En la actualidad el marco jurídico relativo a la  sociedad de la información (Ley 4/2002, de 11 de julio) y a las telecomunicaciones no recoge de forma explicita la prestación de servicios de difusión no comercial promovidos por entidades no lucrativas.  Tampoco recoge cuestiones tan importantes como el acceso y participación ciudadana a las tecnologías de la información.

[14584]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 65.
ENMIENDA

De sustitución.

Se propone sustituir el título por: “Mejora de la fiscalidad del Impuesto sobre Sociedades por actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica y para el fomento de las tecnologías de la información”.

JUSTIFICACIÓN:

Coherencia con enmiendas que proponen mejorar la fiscalidad y no sólo las deducciones.
[14577]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo Nuevo a continuación del Artículo 65.
ENMIENDA

De adición.

Artículo 65 bis (nuevo). Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Con efectos desde 1 de enero de 2011 y vigencia indefinida, se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio:

Se modifica el artículo 83, que queda redactado de la siguiente forma:

“Artículo 83. Opción por la tributación conjunta.

1. Las personas físicas integradas en una unidad familiar podrán optar, en cualquier período impositivo, por tributar conjuntamente en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con arreglo a las normas generales del impuesto y las disposiciones del presente título, siempre que todos sus miembros sean contribuyentes por este impuesto.

La opción por la tributación conjunta no vinculará para períodos sucesivos.

2. La opción por la tributación conjunta deberá abarcar a la totalidad de los miembros de la unidad familiar. Si uno de ellos presenta declaración individual, los restantes deberán utilizar el mismo régimen.

La opción ejercitada para un período impositivo podrá ser modificada con posterioridad respecto del mismo una vez finalizado el plazo reglamentario de declaración, siempre que así lo expresen todos los miembros de la unidad familiar, mayores de edad.

En caso de falta de declaración, los contribuyentes tributarán individualmente, salvo que manifiesten expresamente su opción en el plazo de 10 días a partir del requerimiento de la Administración tributaria.”

JUSTIFICACIÓN:

No se entiende la norma que impide a un contribuyente deshacer la opción a la tributación conjunta y volver a la tributación individual; pues puede ocurrir que, posteriormente a la finalización del plazo de declaración, los contribuyentes sean conscientes de que era más desfavorable acogerse a la opción de la tributación conjunta. 

Además, se da un tratamiento más favorable a quien no tributó –puede optar-, que a quien sí tributó y equivocó la opción –ya no puede optar-. 

A este punto se ha referido la Sentencia del T.S.J. de Valencia, de fecha 21 de febrero de 1997, al señalar que si el ciudadano, caso de haberse acogido a la otra opción, pudo haber pagado menos, ¿por qué va a pagar más por un simple error? Si existe un procedimiento de devolución de ingresos indebidos para casos de error, debería recibir tal tratamiento, y ser susceptible de ser reintegrado por la Administración con el mismo plazo y requisitos.

[14590]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 65.
ENMIENDA

De adición.

Que el contenido actual del artículo 65 del Proyecto de Ley pase a ser su apartado 1 y que se añada un apartado 2 con el siguiente contenido:

2. Se añade al Texto Refundido del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, la Disposición Adicional Decimotercera siguiente: 
«Decimotercera. Anticipos de la Administración de créditos fiscales por la realización de actividades de investigación y desarrollo.
1.- Con efectos para los periodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2011, las deducciones reguladas en el apartado 1 del artículo 35 de esta Ley autoliquidadas o liquidadas, no aplicadas por insuficiencia de cuotas del Impuesto, serán pagadas anticipadamente por la Administración a solicitud del sujeto pasivo en las condiciones y límites que se establecen en los apartados siguientes, todo ello sin perjuicio de las regularizaciones que procedan por parte de la Administración tributaria.

Las deducciones total o parcialmente anticipadas por la Administración al amparo de esta Disposición Adicional deberán ser aplicadas por el sujeto pasivo a cuotas del Impuesto en los términos y plazos establecidos en esta Ley, compensando de esta manera los correspondientes anticipos recibidos que se ingresarán como deuda tributaria en la forma prevista en el artículo 137.3 de esta Ley, sin intereses de demora, en la liquidación del Impuesto del periodo tributario en que se hayan aplicado las deducciones a la cuota del Impuesto.

Si dichas deducciones no se aplican en el plazo máximo establecido, o su aplicación resulta imposible por cualquier otra causa, el sujeto pasivo en la liquidación del Impuesto del periodo tributario en que esto ocurra estará obligado a ingresar los anticipos recibidos que correspondan a dichas deducciones como deuda tributaria, junto con sus intereses de demora a contar desde la fecha de efectividad del anticipo, en la forma prevista en el artículo 137.3 de esta Ley.

2.- Con efectos para los periodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2011, la base imponible negativa del Impuesto autoliquidada o liquidada, hasta el límite de la base de la deducción de investigación y desarrollo del sujeto pasivo regulada en el subapartado b) del apartado 1 del artículo 35 de esta Ley del mismo periodo tributario que aquella, no compensada al amparo del artículo 25 de esta Ley por insuficiencia de bases imponibles positivas, a solicitud del sujeto pasivo dará origen a un crédito fiscal, que será pagado como anticipo por la Administración, de un importe igual a la cuota integra que según artículo 29 de esta Ley habría resultado en el mismo periodo tributario para una base imponible positiva de igual valor absoluto que aquella, todo ello sin perjuicio de las regularizaciones que procedan por parte de la Administración tributaria.

El sujeto pasivo deberá compensar las bases imponibles negativas origen de créditos fiscales pagados anticipadamente por la Administración al amparo de esta Disposición Adicional, con bases imponibles positivas del Impuesto en los términos y plazos establecidos en esta Ley, ingresando el correspondiente anticipo recibido como deuda tributaria en la liquidación del Impuesto del periodo tributario en que se haya efectuado dicha compensación de bases imponibles, en la forma prevista en el artículo 137.3 de esta Ley sin intereses de demora.

Si la compensación de bases imponibles negativas que han dado lugar a créditos fiscales anticipados no se efectúa en el plazo máximo establecido, o su compensación resulta imposible por cualquier otra causa, el sujeto pasivo en la liquidación del Impuesto del periodo tributario en que esto ocurra estará obligado a ingresar como deuda tributaria el importe del anticipo recibido en la parte correspondiente a la base imponible negativa no compensada, junto con sus intereses de demora a contar desde la fecha de efectividad del anticipo, en la forma prevista en el artículo 137.3 de esta Ley.

3.- Los anticipos de créditos fiscales establecidos en esta Disposición Adicional estarán sometidos a las siguientes condiciones:

a) Durante el periodo tributario a que se refiere el crédito fiscal la plantilla media de investigadores cualificados con contrato laboral fijo a tiempo completo, adscritos en exclusiva a las actividades de investigación y desarrollo, deberá ser superior a 15 personas.

b) Durante el periodo tributario a que se refiere el crédito fiscal la base de la deducción de investigación y desarrollo regulada en el subapartado b) del apartado 1 del artículo 35 de esta Ley debe ser superior al 33 por ciento del importe neto de la cifra de negocios del mismo periodo, del sujeto pasivo que ha generado dicha base de la deducción.

No obstante, cuando la entidad que ha generado dicha base de deducción forme parte de un grupo de sociedades en el sentido del artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de la residencia y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas, tanto el importe de la cifra de negocios como de base de la deducción, calculada en la forma establecida en dicho subapartado b) del apartado 1 del artículo 35 de esta Ley, se referirán al conjunto de entidades pertenecientes a dicho grupo. Igualmente se aplicará este criterio cuando una persona física por sí sola o conjuntamente con el cónyuge u otras personas físicas unidas por vínculos de parentesco en línea directa o colateral, consanguínea o por afinidad, hasta el segundo grado inclusive, se encuentren con relación a otras entidades de las que sean socios en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 42 del Código de Comercio, con independencia de la residencia de las entidades y de la obligación de formular cuentas anuales consolidadas.
c) El importe total acumulado de créditos fiscales anticipados, cuyas deducciones estén pendientes de aplicar o cuyas bases imponibles que han originado el crédito estén pendientes de compensar, no podrá superar en ningún momento el 60% del valor de las aportaciones de los socios efectuadas por cualquier título al patrimonio neto de la propia entidad que ha generado la base de la deducción, que no sean contraprestaciones por entregas de bienes o prestaciones de servicios realizadas por esta última.

Si la entidad quiere efectuar la restitución de algunas de las aportaciones a sus socios deberá, en su caso, haber ajustado previamente el importe de los anticipos recibidos para que dicho porcentaje no se supere. El ingreso de anticipos recibidos antes de término podrá efectuarse en la liquidación del Impuesto de cualquier periodo tributario en la forma prevista en el artículo 137.3 de esta Ley, junto con sus intereses de demora a contar desde la fecha de efectividad de los anticipos.

4.- Las solicitudes de anticipo de los créditos fiscales previstos en esta Disposición Adicional podrán presentarse por el sujeto pasivo respecto de cualquier periodo fiscal iniciado a partir de 1 de enero de 2011 para el que no haya prescrito el derecho de la Administración a comprobar y liquidar la deuda tributaria del Impuesto. La presentación de dicha solicitud interrumpirá el plazo de prescripción del ejercicio de los derechos establecidos en el artículo 66 con el efecto previsto en el punto 5 del artículo 68, ambos de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

El pago anticipado de los créditos fiscales por la Administración se efectuará en el plazo máximo de seis meses desde la presentación de la solicitud por el sujeto pasivo. Transcurrido dicho plazo sin que se haya ordenado su pago por causa no imputable al contribuyente, se aplicará el interés de demora a que se refiere el artículo 26.6 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, desde el día siguiente al de la finalización de dicho plazo y hasta la fecha de ordenación del pago.
Los créditos fiscales, cuyo pago haya solicitado el sujeto pasivo al amparo de esta Disposición Adicional, podrán ser cedidos en garantía de préstamos y créditos concedidos por entidades financieras sometidas a la tutela del Banco de España.»
JUSTIFICACIÓN

Ahora es el momento de impulsar la actividad de biotecnología en España porque su base científica es todavía reciente y en evolución, por lo que hay campo para registrar nuevas patentes y tomar posiciones, lo que ya no será posible pasado cierto tiempo.

El fomento de las actividades de I+D es absolutamente necesario para la economía. La enmienda pretende que, para los ejercicios que se inicien a partir de 1 de enero de 2011, los créditos fiscales de deducciones de I+D y de bases imponibles negativas, estas últimas hasta el importe de la base de la deducción de I+D, sin alterar su naturaleza y condiciones actuales para no incidir en el artículo 107 de Tratado UE (antiguo 87 del TCE), y sin menoscabo de las facultades de la Inspección de Hacienda, puedan ser anticipados a solicitud del sujeto pasivo.

Un estímulo fiscal se diluye y pierde eficacia por falta de inmediatez. Esto es lo que ocurre ahora con los estímulos fiscales de I+D, que sólo son efectivos cuando se tienen bases imponibles y cuotas positivas y las empresas de biotecnología no las tienen, sino que pretenden conseguirlas de la propia actividad de I+D. Normalmente tardan entre 10 y 15 años en conseguir que un principio activo se convierta en un fármaco que pueda comercializarse.

Por ello, para focalizar el estímulo a la diana de las empresas de biotecnología, en el apartado 3 de la enmienda se establecen condiciones y límites para que los anticipos se dirijan a empresas con mucho gasto de I+D frente a sus ingresos, con socios que hayan hecho o hagan aportaciones muy superiores a los anticipos fiscales recibidos, y que el anticipo máximo anual se limite en función del gasto del personal investigador con empleo fijo.

Este es un estímulo que afectará al Presupuesto de Ingresos del Estado sólo a partir de 2012, y además por un importe reducido. Se ha estimado que es de 65 millones de euros anuales, aproximadamente.

La necesaria inmediatez del estímulo fiscal ya fue acordada por el Congreso de los Diputados en su sesión del día 10 de julio de 2010, que con motivo del debate de política general en torno al estado de la Nación aprobó la Resolución 34 c) en la que instaba al Gobierno a adoptar medidas para: “Modificar la regulación del Impuesto sobre Sociedades con el fin de posibilitar que las empresas que efectúen actividades de I+D+I, pero que no dispongan de cuota suficiente para aplicarse dichas deducciones, puedan aplicárselas como crédito fiscal.”
Medidas similares de pago inmediato de los créditos fiscales vinculados a la actividad I+D y a las bases imponibles negativas han sido también adoptadas por países de nuestro entorno como Francia (ver artículos 94 y 95 de la Ley 2008-1443 de finanzas, rectificativa para 2008, respectivamente en relación con los art. 199 ter B y 220 quinquies del Código General de Impuestos).

[14578]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo Nuevo a continuación del Artículo 71.
ENMIENDA

De adición.

Artículo 71 bis (nuevo). Modificación de la Ley sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo.

Con efectos desde 1 de enero de 2011 y vigencia indefinida, se introducen las siguientes modificaciones en la Ley sobre la Renta de no Residentes:

Se modifica el apartado 2 del art. 14 quedando redactado de la siguiente forma:

Artículo 14. Rentas exentas.

“2. En ningún caso será de aplicación lo dispuesto en las letras c, d, i y j del apartado anterior a los rendimientos y ganancias patrimoniales obtenidos a través de los países o territorios que tengan la consideración de paraíso fiscal.

Tampoco será de aplicación lo previsto en la letra h del apartado anterior cuando la sociedad matriz tenga su residencia fiscal, o el establecimiento permanente esté situado, en un país o territorio que tenga la consideración de paraíso fiscal.”

JUSTIFICACIÓN:

El vigente art. 14.1 de la Ley del IRNR determina que estarán exentas, entre otras, las siguientes rentas:

d. Los rendimientos derivados de la Deuda Pública, obtenidos sin mediación de establecimiento permanente en España.

El art. 4 del Real Decreto-Ley 2/2008, de 21 de abril, de medidas de impulso a la actividad económica. (BOE 22.04.2008) incorporó esta exención en Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes de los rendimientos derivados de la Deuda Pública obtenidos sin mediación de establecimiento permanente en España, por personas o entidades situadas en países o territorios considerados como paraíso fiscal.

Parece conveniente eliminar dicha exención tras los acuerdos del G-20 sobre transparencia de los  paraísos fiscales y las medidas de consolidación fiscal aprobadas por el Gobierno, y volver a la redacción anterior al citado RDL.

[14613]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 78. 1.
ENMIENDA

De modificación.

Sustituir 20% por 30%.

JUSTIFICACIÓN

Necesidad de incrementar los objetivos de implantación de energías renovables.

[14255]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 78. Apartado nuevo.
ENMIENDA

De adición.

Se propone la adición de un nuevo apartado con el siguiente texto:

“5. En atención al aislamiento de los sistemas insulares y extrapeninsulares, y al objeto de posibilitar los objetivos señalados en el punto anterior, se establecerán objetivos específicos en estos territorios atendiendo a sus singularidades, y en consecuencia con éstos, se establecerán cupos especiales de potencia para las distintas tecnologías de energías renovables en Baleares, Canarias, Ceuta y Melilla”.

JUSTIFICACIÓN

Condiciones diferenciadas en estos territorios respecto a los potenciales de fuentes de energías renovables, y a la fragilidad de sus sistemas eléctricos.

[14614]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 78. Apartado nuevo.
ENMIENDA

De adición.

Se añade un nuevo apartado al Artículo 78 con el siguiente texto:

5. Del mismo modo, se adoptarán las medidas necesarias para lograr un objetivo general de reducción de la demanda de energía primaria al menos en un 1% anual en términos absolutos durante los primeros cinco años desde la entrada en vigor de la Ley.  Pasado dicho período, este objetivo se ajustará reglamentariamente con el fin de alcanzar una reducción mínima del 20 % en 2020 con respecto a 2005, en términos absolutos.  Todas las Administraciones públicas y los grandes consumidores se marcarán como objetivo reducir el consumo de energía en sus edificios, equipos e instalaciones de al menos un 1,5% anual en términos absolutos.  En el año 2020 deberán lograr un ahorro del 35% con respecto a 2005.

JUSTIFICACIÓN: Incrementar los objetivos de ahorro energético.

[14256]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 79. 6.
ENMIENDA

De modificación.

“6. En atención a las singularidades de los sistemas insulares y extrapeninsulares, en la planificación indicativa en estos territorios se tendrán en cuenta, si fuera el caso, los instrumentos de planificación desarrollados en los mismos.”

JUSTIFICACIÓN

Baleares y Canarias, en 2005 y 2006 respectivamente, han desarrollado el ejercicio planificador respecto al contexto energético de las Islas, grado de implantación de energías renovables y escenarios previstos.

[14579]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo Nuevo a continuación del Artículo 79.
ENMIENDA

De adición.

Artículo 79 bis (nuevo). Modificación de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Con efectos desde 1 de enero de 2011 y vigencia indefinida, se modifica el apartado 2 del artículo 75 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, quedando redactado de la siguiente forma:

"2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en las operaciones sujetas a gravamen que originen pagos anticipados anteriores a la realización del hecho imponible, y en las operaciones sujetas a gravamen cuyos sujetos pasivos se encuentren en la categoría de empresas de reducida dimensión en los términos del artículo 108 del Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, o bien en la categoría de trabajadores autónomos en los términos del artículo 1 de la Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo, el impuesto se devengará en el momento del cobro total o parcial del precio por los importes efectivamente percibidos.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable a las entregas de bienes comprendidas en el artículo 25 de esta Ley." 

JUSTIFICACIÓN:

Es bien conocida la situación que se está produciendo en la morosidad de las empresas en estos años de inestabilidad económica.

Mantener la exigibilidad del IVA en España con el vigente sistema del devengo supone que la empresa morosa pueda deducir un IVA que no ha pagado, mientras que la empresa proveedora tiene que liquidar e ingresar ese IVA pese a que no ha cobrado la factura.

El apartado 2 del artículo 10 de la Sexta Directiva del Consejo, que regula el sistema común del IVA, establece que "los Estados miembros estarán facultados para disponer que el impuesto sea exigible, por lo que se refiere a ciertas operaciones o ciertas categorías de sujetos pasivos, como plazo máximo en el momento del cobro del precio".

Más recientemente, la Directiva 2010/45/UE del Consejo de 13 de julio de 2010 (DOE 22 de Julio) modifica la Directiva 2006/112/CE relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido, en lo que respecta a las normas de facturación. Entre las consideraciones relativas a la necesidad de modificación del IVA, el Consejo entiende que, con el fin de ayudar a las pequeñas y medianas empresas a las que les resulta difícil abonar el IVA a la autoridad competente antes de haber recibido ellas mismas el pago del adquirente o el destinatario, resulta oportuno ofrecer a los Estados miembros la opción de autorizar que el IVA se declare con arreglo a un régimen de contabilidad de caja que permita al proveedor abonar el IVA a la autoridad competente cuando reciba el pago por una entrega o prestación y que establezca su derecho a deducción cuando realice el pago por una entrega o prestación. Los Estados miembros deben poder implantar, de este modo, un régimen optativo de contabilidad de caja que no incida negativamente en los flujos de caja relativos a sus ingresos por IVA.

La Directiva finalmente adoptada en la reunión del Consejo de Julio de 2010, deberá ser traspuesta por los Estados miembros a sus legislaciones nacionales a más tardar el 31 de diciembre de 2012, adoptando y publicando las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias.

[14615]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 81. 3.
ENMIENDA

De adición.

Añadir al final del punto 3 el siguiente texto:

En especial se tomarán iniciativas para incentivar la promoción del consumo local de energía, facilitando la instalación de energías renovables en el ámbito doméstico y en la pequeña y mediana empresa, así como en los parques industriales o su entorno, sin menoscabo de las necesarias auditorias y evaluaciones ambientales.

JUSTIFICACIÓN: Necesidad de promover las energías renovables en todos los ámbitos y disminuir el transporte de energía convencional.

[14616]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda al Artículo 85. Apartado nuevo.
ENMIENDA

De adición.

Se añade un nuevo apartado con el siguiente texto:

3. Todas las Administraciones Públicas, organismos dependientes de ellas, entes públicos y empresas públicas, crearán un Servicio de Optimización Energética que tendrá entre sus competencias el ahorro y la eficiencia energética y la instalación de energías renovables en sus centros de trabajo.

JUSTIFICACIÓN: Garantizar un seguimiento constante de las políticas de ahorro y eficiencia energética.

[14650]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición adicional cuarta. 1.
ENMIENDA

De modificación.

A la Disposición adicional cuarta. 1.  Actualización del Plan Estratégico de Infraestructuras y Transportes.

1. En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno llevará a cabo una actualización del Plan Estratégico de Infraestructuras y Transportes, con objeto de adaptarlo a los objetivos y prioridades establecidos en esta Ley, y especialmente en sus artículos 97, 99 y 100.

La actualización tendrá en cuenta las realidades específicas de Baleares y Canarias, de acuerdo con sus respectivos planes de transporte.

JUSTIFICACIÓN: Introducir criterios de sostenibilidad en el transporte es una prioridad en los territorios insulares.

[14257]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición adicional décima.
ENMIENDA

De adición.

Se propone añadir a continuación de “…contenidos digitales..” , el siguiente texto: 

“…con especial atención a la mejora de la prestación de servicios,…”

JUSTIFICACIÓN

Dar cobertura legal a proyectos que ya están funcionando (Parc Bit, Turistec,…).

[14258]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición adicional décima.
ENMIENDA

De adición.

Se propone añadir al final del texto de la disposición  adicional el siguiente texto:

“, igualmente que los relacionados con el turismo sostenible y con la investigación y el conocimiento para mejorar la gestión integral de las zonas costeras.”

JUSTIFICACIÓN

Dar cobertura legal a iniciativas que ya funcionan generando nuevos yacimientos de trabajo (CIDTUR, SOCIB…).

[14261]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición adicional nueva.
ENMIENDA

De adición.

Disposición Adicional nueva.- Beneficios fiscales aplicables al desarrollo del

programa “El Árbol da Vida”.

Uno. El programa de promoción de la cultura del árbol, denominado “El Árbol da

Vida 2011-2013” tendrá la consideración de acontecimiento de excepcional

interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de

23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los

incentivos fiscales al mecenazgo.

Dos. La duración de este programa será de 1 de junio de 2011 a 31 de mayo

de 2014.

Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y

planes del programa será competencia de un Consorcio que se creará conforme a

lo dispuesto en el artículo 27.2.b) de la citada Ley 49/2002, de 23 de diciembre.

Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren un adecuado desarrollo

del programa y de las actividades necesarias para el cumplimiento de los fines de

carácter medioambiental que inspiran los objetivos del citado programa. El

desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas se

realizará por el Consorcio al que se ha hecho referencia en el apartado 3 de este

artículo.

Cinco. Los beneficios de este programa serán los máximos previstos en el artículo

27.3 de la Ley 49/2002.

Las cantidades satisfechas, en concepto de patrocinio, por los espónsores o

patrocinadores al Consorcio, entidades de titularidad pública o entidades a que se

refiere el artículo 2 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las

entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, encargadas

de la realización de programas y actividades del acontecimiento, se tendrán en

cuenta a efectos del cálculo del límite previsto en el segundo párrafo del número

primero del artículo 27.3 de la Ley 49/2002, antes mencionada.

JUSTIFICACIÓN

La riqueza forestal de España requiere destacar los beneficios medioambientales,

sociales y económicos que aporta el árbol, favoreciendo en paralelo nuevos desarrollos

industriales sostenibles, que son claves para el futuro. 

Actualmente el territorio español cuenta con más de 27 millones de hectáreas de monte. La actividad productiva que se deriva del árbol es motor económico de muchas zonas de España, sobre todo rurales, a las que aporta criterios de modernización e innovación.

Los árboles desempeñan un papel clave al equilibrar la cantidad de CO2 en la atmósfera, funcionando como "sumideros" de carbono. El “Programa EL ÁRBOL DA VIDA”, tiene la finalidad de promocionar la cultura del árbol y el uso de la madera como forma de mitigar los efectos del cambio climático, de frenar la desertificación y mejorar los ciclos del agua y los nutrientes, y son sus objetivos principales la plantación mínima de diez millones de árboles y la promoción del consumo sostenible de la madera, como medio de extender el “efecto sumidero” a lo largo de todo el ciclo de vida del material. Esta importante acción que sustenta el programa “EL ARBOL DA VIDA”, tiene la capacidad de fijar aproximadamente 67.200 toneladas de CO2, con lo que la contribución a los objetivos ligados al cambio climático son enormes.

Dado que este programa está en sintonía total con la política medioambiental del Gobierno Español  ya que contribuye a la reducción del dióxido de carbono, potencia la gestión responsable de los recursos forestales, conciencia a la sociedad sobre la necesidad de tener una conducta más respetuosa con el medio ambiente y facilita la participación del sector privado en la consecución de los objetivos medioambientales, se declara “EL ÁRBOL DA VIDA” como acontecimiento de excepcional interés público, al que se aplicarán los máximos incentivos fiscales al mecenazgo, establecidos por el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, dotando a espónsores y patrocinadores de un beneficio fiscal de la mayor amplitud posible.

Esta declaración viene reforzada por la Ley de Montes 43/2003, de 21 de noviembre, en

cuya disposición adicional novena: mecenazgo, establece que “a efectos de lo previsto

en el apartado 1 del artículo 3 de la Ley 49/2002, se considerarán incluidos entre los

fines de interés general los orientados a la gestión forestal sostenible”.

[14581]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición adicional nueva.
ENMIENDA

De adición.

Se propone una Disposición Adicional nueva.

Disposición Adicional (nueva).

Antes del 31 de marzo de 2011, el Gobierno elaborará un informe de modificación del modelo de control interno del gasto público, que será presentado en el Parlamento, tras el que se tramitarán las necesarias modificaciones legales y reglamentarias tendentes a la obtención de los siguientes objetivos y criterios: 

1. Modificación de la actual estructura de la Intervención General de la Administración del Estado, dotándola de un modelo organizativo más racional en la atribución de funciones que garantice la transparencia y eficacia de la función fiscalizadora.

2. Eliminación progresiva de la fiscalización previa.

3. Reforzamiento y ampliación del control posterior y auditoría:

· Establecimiento de procedimientos de control posterior, sistemáticos y no puntuales, destinados no solo a verificar el cumplimiento de legalidad documental, sino permitir la investigación del fraude y la corrupción.

· Puesta en marcha de procedimientos sistemáticos de control de eficacia en todos los ámbitos de la Administración Pública, que garanticen el uso eficiente de los recursos públicos y afecte a la asignación presupuestaria en futuros ejercicios.

· Implementación de procedimientos de control que garanticen que los servicios públicos externalizados no pueden ser prestados con medios propios de la Administración de forma indefinida en el tiempo. 

· Publicidad de los resultados de los informes de control financiero y auditoría realizados por la IGAE.

· Establecimiento de un régimen de exigencia de responsabilidades del gestor.

4. Establecimiento de herramientas tendentes a clarificar la información de las cuentas públicas.

5. Publicidad de la actividad desarrollada y acceso a los datos económicos comprobados.

JUSTIFICACIÓN:
El actual modelo gira en torno a dos fases separadas, por un lado el control “externo” que lo ejerce el Tribunal de Cuentas, y por otro, el control “interno” ejercido por la Intervención General de la Administración del Estado.

El primero de ellos es un control esencial en toda sociedad moderna, pero carece de agilidad, pues sus dictámenes e informes se aprueban muy alejados del ejercicio fiscalizado, lo que permite que las ineficacias y deficiencias de gestión detectadas perduren demasiado tiempo hasta ser corregidas.

La Intervención General de la Administración del Estado es un órgano de control interno que se integra en la propia administración. Su creación se remonta a 1873-1878 y continúa existiendo dada la necesidad de revisión interna del proceso de generación de ingresos y realización de gastos en el sector público, aunque originariamente se atendieran sólo a criterios de legalidad y actualmente se incluyan criterios de economía y eficiencia. 

Si bien los procedimientos de control han evolucionado con los tiempos, de forma que se ha pasado de un control previo exhaustivo (fiscalización previa) a uno posterior mediante técnicas de muestreo con el objetivo de facilitar una gestión administrativa ágil (auditoría y control financiero), lo cierto es que el proceso no ha ido acompañado de la necesaria modernización de su estructura y funcionamiento, que se corresponden más con la de un órgano administrativo del siglo XIX que con la de una administración moderna, por lo que se hacen necesarias propuestas de mejora y modernización que permitan adaptarla a las técnicas y prácticas del siglo XXI.

La fiscalización previa se limita actualmente a verificar la competencia del órgano, la existencia de crédito y poco más, por lo que resulta un control escasamente eficaz.

El segundo anacronismo, relativo a la organización, es la atribución de funciones que, en la actualidad al igual que en el siglo XIX cuando el órgano de control fue creado, muchas competencias se atribuyen expresamente al Interventor General y a sus Interventores Delegados, en lugar de atribuirse al Órgano y ser ejercidas por los titulares que las ocupan. 

El sistema, como se basa en la atribución de funciones al Interventor General y su ejercicio desconcentrado a través de los Interventores Delegados (sea en Ministerios, Organismos, Territoriales o en las futuras Agencias), establece una jerarquía que se corresponde más con una administración decimonónica que con una administración moderna, pero que sorprendentemente ha llegado hasta nuestros días.

Las consecuencias de este anacronismo lastra la organización, ya que fomenta que toda la institución dependa de la personalidad del “titular” de todas las funciones.

Este sistema de trabajo tiene otros efectos negativos, ya que la persona que tiene atribuida la competencia, no sólo no desarrolla el trabajo directamente sino que en muchos casos, ni siquiera participa en él, por lo que la “firma” se convierte en un acto mecánico y supone la apropiación de un trabajo ajeno. 

Las consecuencias de este tipo de organización se evidencian en el funcionamiento y eficacia de la institución. Así, en los últimos años, son frecuentes los casos de deficiencias y corruptelas en la contratación por la Administración que no han sido detectadas por el órgano de control interno. Basta decir que en los últimos años, la IGAE en el ejercicio de sus funciones, prácticamente no ha emitido ningún informe “especial” ni de “actuación”.

Dadas las ineficiencias actuales, la exigencia de responsabilidades del gestor es prácticamente inexistente.

Mientras, en Europa el modelo organizativo es el inverso, el personal que desarrolla un trabajo es reconocido como el responsable del mismo.

Por otra parte, los técnicos del Ministerio de Hacienda consideran que los informes de control financiero y auditoría realizados por la IGAE deberían ser públicos y con acceso a través de un registro, aunque se trate de un órgano de control interno, de forma que cualquier ciudadano pueda conocer la metodología empleada y los resultados obtenidos. Esta publicidad es adicional a la publicidad de la actividad desarrollada, de forma que todos los ciudadanos tengan acceso a los datos económicos comprobados y puedan conocer cómo y en qué se gastan los fondos públicos.

Conviene dotarse de herramientas para clarificar la información de las cuentas públicas. Especialmente deben remediarse las deficiencias puestas de manifiesto por el Tribunal de Cuentas, que destaca la exclusión en la Cuenta General de los estados financieros que no ha recibido la IGAE de los Organismos correspondientes, por lo que no reflejan la situación real del sector público no administrativo.

[14582]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición adicional nueva.
ENMIENDA

De adición.

Se propone una nueva Disposición Adicional nueva.

Disposición Adicional (nueva).

1) El Instituto de Estudios Fiscales elaborará, antes de junio de 2011, un estudio que cuantifique la economía sumergida en España, con desagregación territorial, sectorial y por impuestos, y actualizará bianualmente dicho estudio, con la misma metodología o en su caso con la metodología que apruebe la Comisión Europea. Este informe será presentado y debatido por las Cortes Generales y Parlamentos autonómicos, que adoptarán las medidas correctoras oportunas. 

2) La Agencia Estatal de Administración Tributaria informará con carácter trimestral a las Cortes Generales de los resultados de las actuaciones de control del fraude y atención a los contribuyentes realizadas en cumplimiento de sus funciones, remitiendo datos de los resultados de control en las distintas áreas, así como la detección de grandes redes de fraude organizado, de forma que se garantice una gestión transparente e independiente y posibilitando el seguimiento de su evolución temporal de la economía sumergida en España. 

3) Se encomienda a las autoridades del Ministerio de Economía y Hacienda que propicien los acuerdos necesarios para establecer fórmulas de coordinación y colaboración efectiva entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria del Estado y las Administraciones Tributarias de las Comunidades Autónomas, potenciando la corresponsabilidad en la lucha contra el fraude fiscal. 

4) Se encomienda a las autoridades del Ministerio de Economía y Hacienda que propicien los acuerdos necesarios para crear, antes de junio de 2011, una Base de datos o Censo Único Compartido, con la información tributaria procedente de los ámbitos central y autonómico.

5) La Agencia Estatal de Administración Tributaria del Estado mejorará la información y asistencia al contribuyente para incentivar y facilitar el cumplimiento voluntario de las obligaciones fiscales. En particular, efectuar un estudio exhaustivo sobre incidencias detectadas en los borradores de declaración de IRPF, proponiendo las medidas necesarias para subsanarlas, así como impulsar la colaboración con el sistema educativo para contribuir al desarrollo de una cultura de responsabilidad fiscal y cumplimiento tributario. 
6) El Gobierno propiciará un Acuerdo en las distintas Organizaciones internacionales de carácter político o financiero para controlar e identificar a los verdaderos titulares de los movimientos de capitales, los movimientos efectuados entre los Estados miembros y los territorios calificados como paraísos fiscales.
7) El Servicio de Prevención del blanqueo de capitales se coordinará con el Ministerio del Interior y la Fiscalía General del Estado y la Agencia Tributaria del Estado para averiguar la identidad de las personas o entidades que utilizan en España los bienes y derechos de los que son titulares las empresas domiciliadas en países o territorios que tengan la consideración de paraíso fiscal, así como el título jurídico que les permite su utilización o disfrute.

8) El Gobierno, a lo largo de 2011, presentará un proyecto de ley para establecer una obligación de las empresas que operan en España, y especialmente en el sector financiero, a suministrar información de las operaciones de sus filiales o sucursales en paraísos fiscales, en los mismos términos que informan de sus operaciones realizadas en territorio nacional.

9) El Gobierno, a lo largo de 2011, presentará un estudio para fomentar una especialización tributaria en los órganos jurisdiccionales.

10) Se refuerza, dentro del contexto de austeridad presupuestaria, los medios personales de la Agencia estatal de Administración tributaria y del Ministerio de Economía y Hacienda con la siguientes medidas, aplazándose los efectos económicos al momento en que se cumpla los objetivos de estabilidad presupuestaria: 
Uno. El gobierno dará cumplimiento de manera efectiva a lo establecido en la Disposición adicional cuarta de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, tanto en el ámbito del Ministerio de Economía y Hacienda, como en el de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en especial a lo dispuesto en la letra b) de la citada Disposición. 
Dos. Se encomienda al Ministerio de Economía y Hacienda para que en un plazo no superior a tres meses contrate, con una empresa externa, independiente y especializada en análisis de Recursos Humanos en las Administraciones Públicas, un estudio de las funciones esenciales que desarrollan en sus puestos de trabajo los funcionarios de los Cuerpos Técnicos de Auditoria y Contabilidad, Técnicos de Gestión Catastral y Técnicos de Hacienda, determine su adscripción al subgrupo de clasificación que le corresponda, sus niveles de complemento de destino y realice una ponderación de sus complementos específicos, con audiencia previa de los sindicatos más representativos. El responsable de dicha empresa presentará este informe a las Cortes Generales antes del 1 de septiembre de 2011. 

Tres. En una fase posterior, se extenderá este estudio al resto de puestos de trabajo de las relaciones de puestos de trabajo de la AEAT y del Ministerio de Economía y Hacienda.
Motivación:

Los efectos de la crisis económica global están afectando con especial virulencia en  España al mercado de trabajo, que alcanza a más de cuatro millones de trabajadores sin empleo, debido a las particulares circunstancias de nuestro modelo productivo que han puesto al descubierto los puntos frágiles de nuestra economía. Asimismo, la cobertura de las necesidades públicas corrientes y las extraordinarias de protección social, sobrevenidas, han producido un acelerado incremento del déficit público que amenaza con instalarse durante largo tiempo, poniendo en grave riesgo la sostenibilidad de nuestro modelo económico, social y de progreso, así como el cumplimiento del programa de estabilidad de la UE que obliga a reducirlo al 3% en 2013.

El IEF -Instituto de Estudios Fiscales-, organismo dependiente del Ministerio de Economía y Hacienda, viene realizando, desde hace una quincena de años, estudios que analizan las opiniones y actitudes fiscales de los españoles aportando, año a año, una preciosa información que resulta esencial para  que nuestra clase política  pueda adoptar decisiones.  

Lo que nos revela el último Barómetro fiscal realizado en 2009 por el IEF es que un 75% de los españoles afirman que el fraude ha aumentado, un 61% que ha empeorado el cumplimiento de las obligaciones fiscales y, lo que es más grave, que casi la mitad de los españoles-43%- justifica el fraude. Por otra parte, estos porcentajes se han  visto incrementados de forma importante en los dos últimos años de crisis. 

El estudio también nos habla de las causas principales del fraude que son, en orden de importancia,  la impunidad  de que gozan los grandes defraudadores,  la falta de honradez y conciencia cívica, lo excesivo de los actuales impuestos y la falta de eficacia en la lucha contra el fraude. Asimismo, existe un consenso mayoritario sobre la existencia de determinados colectivos que defraudan de forma habitual y continuada a Hacienda, entre los que se encuentra principalmente el sector empresarial, seguidos de los profesionales liberales y los trabajadores autónomos, debido a que  sus actividades están sometidas a un menor control por la Administración lo que facilita la evasión; entretanto los asalariados mantienen una conducta fiscal más honesta al recibir un mayor control.

El barómetro fiscal destaca a la economía sumergida como el tipo de fraude que resulta más perjudicial para la sociedad,  seguido por  la falta de ingresos de las retenciones de los trabajadores, no hacer la declaración de la renta cuando corresponde, no ingresar el impuesto de sociedades y la falta de ingreso del IVA y su impago por usuarios o compradores; se observa que todas ellas tienen que ver con un déficit de control de la administración tributaria. Por último, el estudio destaca  los negativos efectos que tiene el fraude fiscal para una mayoría -95%- de los ciudadanos porque  disminuye los recursos para financiar los servicios y prestaciones públicas,  genera injusticia al tener que asumir unos ciudadanos lo que otros no pagan,  supone una mayor presión fiscal que  soportan los cumplidores y   desmotiva   a todos aquellos que pagan bien sus impuestos.

La aplicación de nuestro sistema fiscal ha permitido que se consoliden notables diferencias en la carga tributaria que soportan distintos tipos de contribuyentes. Así, en el año 1993, las rentas salariales  medias declaradas a Hacienda superaban a las rentas empresariales medias, en el equivalente a unos 2.000 euros; quince años más tarde, las rentas salariales declaradas siguen siendo superiores a las de actividades económicas, pero la diferencia se ha ensanchado hasta los 7.500 euros. De este modo se ha perpetuado el sacrificio de los fácilmente controlables, como asalariados y pensionistas, frente a un buen número de empresas, empresarios y profesionales que son objeto de un menor control y que cuentan con mayores medios y recursos para evadir impuestos,  pese a que la mayoría de ellos aún declare honestamente. 

Todo ello tiene una relación directa con el importante nivel de fraude fiscal y economía sumergida que existe en España, -entre el 20 y 25% del PIB según la mayoría de análisis internos y externos- que  si fuera combatido con mayor eficacia podría resolver muchos de los problemas económicos y sociales que hoy  aquejan a nuestro país. De esta forma, sería posible obtener   entre un 10 y un 20% adicional sobre los actuales ingresos fiscales por año, lo cual permitiría mayor inversión pública, superior nivel de crecimiento económico,  creación de nuevos puestos de trabajo y reducción del desempleo,  cumplimiento de los compromisos de reducción del déficit público  y, todo ello, sin necesidad de subidas de impuestos. Coinciden con ello el 83% de los ciudadanos entrevistados en 2008 que respondieron que una agresiva campaña contra el fraude fiscal permitiría allegar los recursos suficientes para mantener la cantidad y calidad de la oferta pública de servicios y prestaciones sin modificar la presión fiscal actualmente existente.  

La AEAT contaba a final de 2008 con una plantilla de 27.951 empleados agrupados en cuatro colectivos de funcionarios y uno de personal laboral. El colectivo de 1.700 Inspectores de Hacienda, grupo A1, concentra en sus manos la práctica totalidad de competencias tributarias y aduaneras. Un 50% del colectivo se dedica de forma exclusiva a tareas directivas, lo que resta a muchos de estos funcionarios de la gestión directa. Muchas de sus funciones técnicas han sido realizadas en la práctica por 6.700 Técnicos y otros  129 funcionarios del subgrupo A2. Sin embargo, dichas competencias no están atribuidas legalmente ni son recogidas en las Relaciones de Puestos de Trabajo (RPT) para una amplia mayoría (80%) de los Técnicos. La plantilla se completa con otros 692 funcionarios del subgrupo A1 y otros 971 funcionarios del subgrupo A2 (principalmente SVA e Informáticos), 9.770 funcionarios del grupo C1, otros 5.905 del grupo C2 y 2.084  son  personal laboral.

La acumulación de la mayor parte de competencias técnicas y directivas en tan escasos funcionarios (Inspectores) y la progresiva  limitación e indefinición de funciones a los Técnicos genera la imposibilidad material de llevar a cabo con eficacia la gestión legalmente encomendada. Este cuello de botella se reducido, habitualmente, por la asunción de muchas de esas competencias por los Cuerpos Técnicos, pese a hacerlo sin reconocimiento legal, retributivo y emocional. Mediante mecanismos como la firma, manuscrita o digital, miles de actuaciones administrativas aparecen suscritas por superiores jerárquicos que no tienen posibilidad material de conocer los expedientes ni intervenir directamente en el procedimiento de tramitación.  El problema que plantea esta forma de actuar es la posible ilegalidad de miles de actos administrativos que son realizados por personal sin competencia legal y pueden ser anulados por esta causa. 

Alguna de estas disfunciones han sido reconocidas en el clarificador Informe del Tribunal de Cuentas de Agosto de 2007 referido a la Fiscalización de actuaciones de la AEAT de 2004, que pone claramente de manifiesto “la escasez de medios personales y la desigual carga de trabajo, la presencia casi inexistente en las oficinas analizadas de funcionarios del Grupo A -Inspectores- y la minoritaria presencia del Grupo B -Cuerpo Técnico- al cual se reservan “las actuaciones de mayor complejidad y especial dificultad”. Asimismo, el Tribunal de Cuentas reconoce que “la práctica totalidad de competencias atribuidas a los órganos de gestión tributaria, pueden ser llevadas a cabo indistintamente por cualquiera de los  funcionarios de dichos órganos, no estando especificadas con detalle las funciones de cada puesto en las Relaciones de Puestos de Trabajo”.

Una cuestión similar acontece en la IGAE (Intervención General de la Administración del Estado) en el control de las subvenciones y ayudas públicas. Se incurre en gastos extraordinarios para externalizar parte de los servicios de intervención y auditoría, cuando se dispone de Técnicos, que pueden y lo han demostrado,  llevarlos perfectamente a cabo.   

En  absoluto contraste con la  excesiva concentración de competencias en un limitado  número de funcionarios, existe un colectivo numeroso,  de 8.000 Técnicos, que son objeto del fenómeno contrario: el vaciamiento e indefinición de funciones. Esta carencia de autonomía funcional implica que una gran mayoría de Técnicos con suficiente formación, mérito, capacidad y experiencia no puedan alcanzar un potencial mayor de desempeño del trabajo por los corsés competenciales impuestos. Esto produce en los Técnicos insatisfacción y frustración profesional, que se traduce en pérdida de autoestima, desinterés y pérdida de implicación hacia una organización que le exigió, al reclutarle, una formación de ciclo universitario superior y un gran esfuerzo de preparación, pero que no valora su trabajo real ni aprovecha buena parte del potencial de desarrollo profesional de este colectivo. 

La ineficiente distribución de competencias, la indefinición de funciones y la ausencia de un desarrollo profesional visible, son responsables de que un porcentaje significativo de los 8000 Técnicos que prestan sus servicios en la AEAT y el Ministerio de Economía y Hacienda no puedan desarrollar toda la capacidad de trabajo que  la administración, hoy más que nunca, necesita imperiosamente. A ello se suma que la AEAT dispone de una plantilla muy corta que ha crecido un exiguo 5,8 % desde el año 1992 en que fue creada hasta 2007, entretanto el PIB ha crecido un 170% y las cargas de trabajo se han incrementado un 123% (según datos de 2005, ya superados ampliamente) con un espectacular incremento del censo de asalariados, empresas y profesionales que es preciso controlar. El ratio actual de población/empleados en la AEAT es de 1.680 contribuyentes por empleado, más del doble que el de países como Alemania (690), Países Bajos (627) Francia (790), Reino Unido (810) y la media de los países de la OCDE (667), lo que implica, al menos,  el doble de carga de trabajo. 

Lo mismo puede predicarse de la IGAE, donde resulta obvio que un número tan reducido de Interventores (no llegan a 300) no pueden desarrollar las competencias asignadas (tareas de fiscalización previa en Ministerios y sus Organismos dependientes -16 Ministerios y 72 Organismos-; asistencia a mesas de contratación; recepción de inversiones de obras; realización de más de 2.000 auditorías y controles financieros (en torno a 200 y 1.800 respectivamente); controles sobre subvenciones nacionales (cerca de 250) y comunitarias (1.400 en 2005); gestión de la contabilidad de los Ministerios; gestión, dirección y planificación de la Contabilidad Pública; elaboración de la Cuenta General del Estado; elaboración de la Contabilidad Nacional; emisión de diferentes tipos de informes al Gobierno y al Congreso de los Diputados…). La mayor parte de los interventores Territoriales asumen, además, la responsabilidad de la Delegación de Economía y Hacienda correspondiente. Ya se comprende que tan pocas manos no pueden realizar tanto trabajo. La realidad es que los 1. 000 Técnicos de auditoría y contabilidad son quienes ejercen, de hecho, la mayor parte de estas funciones, aunque no se les reconoce, frente a lo que sucedía aproximadamente hace 10 años, en que gran parte de los Técnicos asumían y firmaban las auditorías, firmaban actuaciones de fiscalización, asistían “oficialmente” a mesas de contratación, firmaban los controles sobre subvenciones, etc.

Debido a estas disfunciones se desaprovechan recursos que permitirían desarrollar una mayor capacidad de gestión en la AEAT y la IGAE. Poder utilizar toda la capacidad potencial de la plantilla actual de Técnicos es, en las actuales circunstancias, un ejercicio obligado de responsabilidad de la Administración financiera del Estado, para incrementar sustancialmente los ingresos fiscales y potenciar el control del gasto y de las subvenciones y ayudas públicas. 

Debido a las poderosas razones apuntadas resulta imprescindible e inaplazable racionalizar la utilización de los recursos humanos disponibles, mediante el reconocimiento profesional de los Cuerpos Técnicos que potencie la capacidad  organizativa y de gestión de dichas instituciones en la búsqueda de  superior eficacia y mejores resultados.

En consecuencia con el análisis anterior, y a la vista de lo establecido por la Disposición Adicional Cuarta de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal (que obliga, tanto al Ministerio de Economía y Hacienda como a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, a articular las medidas oportunas para asegurar la adecuación de la actividad desarrollada por los funcionarios de los Cuerpos Técnicos de Hacienda, de Auditoría y Contabilidad y de Gestión Catastral, en el desarrollo de las funciones encomendadas al Ministerio de Economía y Hacienda y a la Agencia Tributaria) y de las resoluciones 4 y 19 de las aprobadas en el Debate sobre el estado de la Nación del 2009, por las que se instaba al Gobierno a proceder al desarrollo de la citada Disposición Adicional, se considera oportuna y necesaria la inclusión de la presente Disposición Adicional en este proyecto de Ley.

[14645]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición adicional nueva.
ENMIENDA

De adición.

Nueva Disposición Adicional.

Con el objetivo de evitar duplicidades administrativas y racionalizar el gasto público, en el plazo de seis meses el Gobierno aprobará un Proyecto de Ley Orgánica de nueva división provincial que haga coincidir las provincias con las comunidades autónomas, 

JUSTIFICACIÓN: Reducir el gasto público, el número de administraciones públicas y los cargos públicos correspondientes, además de evitar duplicidad de administraciones.

[14646]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición adicional nueva.
ENMIENDA

De adición.

Nueva Disposición Adicional.

El Estado no reconoce ningún otro título nobiliario que los expresamente previstos en el Título II de la Constitución, sobre la Corona.

JUSTIFICACIÓN: Necesidad de modernizar las estructuras del Estado, suprimir privilegios y evitar cargas a la Administración Pública.

[14262]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición transitoria nueva.
ENMIENDA

De adición.

Nueva Disposición transitoria

Fondo de reserva obligatorio de cooperativas de crédito transformadas.-

Uno. Los saldos del fondo de reserva obligatorio de las Cooperativos de Crédito que, previa la pertinente autorización administrativa, se hubieren transformado en otro tipo de entidad de crédito y a los que se hubiese dado  el destino previsto en el artículo 75, por remisión del art. 69.6, ambos de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, deberán reintegrarse durante el presente año 2011 al patrimonio de la entidad de crédito resultante de la transformación de dichas Cooperativas de Crédito.

Dos. Asimismo, idéntico plazo se integrará en la base imponible correspondiente a los resultados de la entidad de crédito transformada la parte del fondo de reserva obligatorio que hubiese minorado la base imponible de la Cooperativa de Crédito en los períodos impositivos anteriores a la transformación”.

JUSTIFICACIÓN

Son razones que apoyan la enmienda que aquí se propone las siguientes:

1º.- Concernientes a la economía sostenible:

· La presente enmienda no supone ningún consumo de recursos económicos, lo que la convierte en una medida idónea para formar parte de aquéllas que se adoptan en la presente Ley. 

· Por el contrario, la tributación de los recursos retornados a la entidad de crédito como consecuencia de esta medida, supone un incremento de los ingresos públicos estatales, habida cuenta que tales recursos habían quedado exentos de fiscalidad.

· Además, incide positivamente en la solvencia de las entidades de crédito afectadas en los términos que seguidamente se expondrán, al restaurar su nivel de recursos propios. 

2º.- Atinentes a la solvencia exigible a las entidades que operan en el sector financiero:

· Defender la máxima solvencia de la entidad resultante de la transformación de una Cooperativa de Crédito con el objeto de resolver el efecto indeseado de que, por el mero hecho de dicha transformación, una parte significativa de su patrimonio (fondo de reserva obligatorio) haya quedado integrado en otra cooperativa; antes bien al contrario, debe mantenerse en la entidad de crédito transformada para atender a una de las finalidades esenciales de las entidades del sector financiero en general y entidades de crédito en particular, cual es la solvencia.

· Resolver el problema del destino final del fondo de reserva obligatorio de las Cooperativas de Crédito que se han transformado en otra entidad de crédito de forma coherente con los intereses en presencia y con la función crediticia que desarrollan tanto la entidad de origen (Cooperativa de Crédito), como la resultante de la transformación (cualquier otra entidad de crédito).

· Superar la discriminación que ha perjudicado a las Cooperativas de Crédito que se han transformado en otras entidades de crédito respecto de las sociedades de capital que abordan ese mismo proceso. En efecto, en este último caso ninguna norma obliga –ni obligaba- a tales sociedades a la privatización de su reserva legal (equivalente al fondo de reserva obligatorio de las Cooperativas de Crédito), arrebatándola del patrimonio común para destinarla a fines extraprivados. En este sentido, la enmienda pretende también la plasmación real y efectiva del principio de igualdad entre ambos tipos de entidades de crédito, facilitando la participación de los ciudadanos en la vida económica y social. 

3º.- De alcance práctico:

· Al dejar de ser cooperativa la entidad de crédito resultante de la transformación, se produce el efecto de que podrá operar, tanto activa como pasivamente, con cualquier cliente. O, expresado en otros términos, que queda superado el limitado marco operacional propio del sistema cooperativo, con la consecuencia inmediata de la necesidad de dotar a la entidad transformada de la máxima solvencia patrimonial, lo que se vería seriamente perjudicado si se le privara del fondo de reserva obligatorio.

· Permitir, al incrementar los fondos propios de la entidad de crédito resultante de la transformación de una Cooperativa de Crédito mediante el reintegro da la misma del fondo de reserva obligatorio, la disponibilidad de mayor volumen dinerario al objeto de atender la finalidad, especialmente relevante en estos momentos de la coyuntura económica, de permitir dar créditos sin detrimento de las solvencia de la entidad que los concede.

4º.- De justicia material:

· En la transformación que nos ocupa se produce una identidad entre aquéllos que, en cuanto cooperativistas, constituyeron el fondo de reserva obligatorio y los actuales accionistas de la entidad de crédito transformada. En consecuencia, el mero cambio de forma jurídica (en que consiste la transformación) no ha de suponer una merma del patrimonio colectivo (a través de la persona jurídica de la que son socios) de aquéllos que, con su esfuerzo, contribuyeron a la constitución de dicho patrimonio.

· La Disposición final cuarta de la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre Modificaciones Estructurales de las Sociedades Mercantiles, modificó el artículo 10 de la Ley 13/1989, de 26 de mayo, de Cooperativas de Crédito, permitiendo la transformación de dichas cooperativas en otras entidades de crédito, en cuyo caso introducía una regla de excepción al régimen general de transformación de cooperativas, que estaba contenido en los artículos 69.6 y 75 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, General de Cooperativas; dicha excepción se recogía en el apartado 2 de dicho nuevo artículo 10 en los siguientes términos: “2. Cuando una Cooperativa de Crédito se transforme en otra entidad de crédito, el Fondo de Reserva Obligatorio de aquélla pasará a integrarse en el capital social de la entidad resultante de la transformación”, pero no recogió previsión alguna para aquéllas que estaban en curso, que es a lo que atiende ahora la presente enmienda.

[14580]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición derogatoria nueva.
ENMIENDA

De adición.

Se propone una nueva Disposición Derogatoria.

Disposición Derogatoria (nueva).

Queda derogada la Disposición Adicional Segunda de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, por la que se autoriza a la Intervención General de la Administración del Estado a recabar la colaboración de empresas privadas de auditoría para la ejecución de su Plan Anual de Auditorías.

JUSTIFICACIÓN

La contratación con empresas privadas de auditoría, para la ejecución del Plan anual de auditorías de la Intervención General de la Administración del Estado, ha pasado a ser una práctica habitual del Ministerio de Economía y Hacienda en los últimos años.

En la actualidad la mayoría de las empresas y entidades públicas, especialmente aquellas con un volumen de negocio o complejidad elevados, son auditadas por empresas privadas, de forma que se puede decir que la práctica totalidad del sector público empresarial y las subvenciones nacionales y comunitarias son controlados mediante auditoría por empresas privadas. 

Esta práctica no se basa en una insuficiencia real de personal técnico o de medios disponibles, dado que la IGAE cuenta con una plantilla de cerca de 1.000 Técnicos de Auditoría y Contabilidad, a quienes en los últimos tiempos se ha venido apartando de las responsabilidades que, desde hace años, venían asumiendo y ejerciendo en materia de auditoría pública. 

La incongruencia de estar contratando empresas privadas de auditoría para ejecutar el Plan anual de auditorías se hace evidente cuando el sector público estatal ha disminuido de forma considerable por la descentralización administrativa y las plantillas de la Intervención General de la Administración del Estado permanecen relativamente estables.

Dicha situación supone una clara muestra de falta de eficiencia en el aprovechamiento de los recursos humanos de los que dispone la Intervención General de la Administración del Estado, que debe ser corregida mediante la eliminación de la posibilidad de contratar con empresas privadas de auditoría, con el consiguiente ahorro del importante gasto anual que ello conlleva.

[14647]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición derogatoria nueva.
ENMIENDA

De adición.

Nueva Disposición  Derogatoria.

Se deroga la Ley de 4 de mayo de 1948 por la que se reestablece la legalidad vigente con anterioridad al 14 de abril de 1931 en la Grandezas y Títulos del Reino y sus normas de desarrollo.

JUSTIFICACIÓN: En concordancia con la Disposición Adicional propuesta que no reconoce los títulos nobiliarios, con excepción de los previstos por la Constitución para la monarquía.  El propio título de la Ley que se deroga es suficientemente indicativo de su anacronismo en una democracia moderna.

[14259]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición final duodécima. Apartado nuevo.
ENMIENDA

De adición.

Se modifica la Ley 26/2006, de 17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros privados en los términos siguientes:

Quince. Se modifican los siguientes artículos:

Artº 21.  Requisitos para ejercer como agente de seguros vinculado
4. La solicitud de inscripción como agente de seguros vinculado se dirigirá a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones y deberá ir acompañada de los documentos acreditativos del cumplimiento de los requisitos a que se refiere el anterior apartado 3. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución expresa de la solicitud será de dos meses a partir de la fecha de presentación de dicha solicitud. La inscripción especificará las entidades aseguradoras para las que el agente de seguros vinculado podrá realizar la actividad de mediación de seguros. En ningún caso se producirá la inscripción en virtud del silencio administrativo, y la solicitud de inscripción será denegada cuando no se acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos para su concesión.        ..     ……

Artº 27.  Requisitos para ejercer la actividad de corredor de seguros    

2. La solicitud de inscripción como corredor de seguros se dirigirá a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones y deberá ir acompañada de los documentos acreditativos del cumplimiento de los requisitos a que se refiere el apartado anterior. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución expresa de la solicitud será de dos meses a partir de la fecha de presentación de la solicitud de inscripción. En ningún caso se producirá la inscripción en virtud del silencio administrativo, y la solicitud de inscripción será denegada cuando no se acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos para su concesión. 

Artículo 35. Requisitos para ejercer la actividad de corredor de reaseguros. 

2. La solicitud de inscripción como corredor de reaseguros se dirigirá a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones y deberá ir acompañada de los documentos acreditativos del cumplimiento de los requisitos a que se refiere el apartado anterior. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución expresa de la solicitud será de dos meses a partir de la fecha de entrada en cualquiera de los registros del Ministerio de Economía y Hacienda. En ningún caso se producirá la inscripción en virtud del silencio administrativo, y la solicitud de inscripción será denegada cuando no se acredite el cumplimiento de los requisitos exigidos para su concesión. 

JUSTIFICACIÓN

La agilización de la Administración en aras de una economía más sostenible. En la actualidad, con la Ley 26/2006 de mediación de seguros, adaptándonos a la Directiva 2002/92/CE, desapareció el régimen de autorización administrativa previa para poder operar como mediador de seguros que existía con la Ley 9/92 en la línea establecida en los años 60. 

Para los mediadores rige ahora un sistema de inscripción registral (europeo) que en su aplicación en la Ley 26/2006 lleva al absurdo de que, para un ciudadano de otro estado del  EEE el plazo administrativo para inscribirle sea de 1 mes (artº 65)  mientras que para un nacional sea de 6 meses. (artºs  21.4, 27.2 y 35.2)

Incluso cuando es un nacional que quiere operar en otro estado del EEE, el artº  40.2 establece un plazo máximo de 2 meses (uno para notificarlo al otro estado miembro y un mes para que ese estado lo inscriba en su Registro).

Este plazo de 6 meses, herencia del antiguo régimen de autorización administrativa previa, además de discriminatorio, en un régimen de inscripción registral es claramente innecesario y desproporcionado.

[14260]

El Senador Pere Sampol i Mas, PSM-EN (GPMX), al amparo de lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Senado, formula la siguiente enmienda a la Disposición final duodécima. Apartado nuevo.
ENMIENDA

De adición.

Se modifica la Ley 26/2006, de 7 de julio, de mediación de seguros y reaseguros privados en los siguientes términos:

“Dieciseis

Sección 1.ª Competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas 

Artículo 47. Distribución de competencias. 

2. Las Comunidades Autónomas que con arreglo a sus Estatutos de Autonomía hayan asumido competencia en la ordenación de seguros la tendrán respecto de los agentes de seguros vinculados, de los operadores de banca-seguros vinculados, de los corredores de seguros, de los corredores de reaseguros y de los colegios de mediadores de seguros, cuyo domicilio y ámbito “principal” de operaciones se limiten al territorio de la Comunidad Autónoma. Dichas competencias se ejercerán con arreglo a los siguientes criterios: ...

JUSTIFICACIÓN 

En este momento existe un vacío normativo que genera excesiva incertidumbre en la interpretación de cuando el ámbito de operaciones se limita al territorio de la Comunidad Autónoma.

Una interpretación restrictiva, (limitativa),  como la que viene haciendo la DGSFP, lleva al absurdo de vaciar de competencias a las CCAA y estaría en la línea de lo que el Tribunal Constitucional ha declarado inconstitucional al prohibir expresamente que la “normativa básica”  deje sin contenido las competencias estatutarias autonómicas.

Esa interpretación restrictiva consiste en que los corredores autonómicos no pueden hacer seguros fuera de su Comunidad. 

La cuestión cuantos: ninguno?, o sea que si el hijo de un cliente de un mediador 

se marcha a estudiar a otra Comunidad Autónoma el mediador autonómico no puede asegurarle el piso? Y si quiere hacerlo tiene que inscribirse en el Registro nacional y darse de baja del autonómico?

Es impensable e imposible, en mercado abierto de un espacio sin fronteras, impedir una cierto grado de actividad extraterritorial y además se contradice con la propia Ley que permite a los mediadores de otros estados operar en LPS (Libre Prestación de Servicios) y DE (Derecho de Establecimiento) con la mera “notificación” al estado de destino.

Durante los últimos 4 años se ha expuesto esta cuestión a la DGSFP con un acuerdo unánime de todas las CCAA solicitando que se delimite esa actividad extraterritorial a fin de evitar la inseguridad jurídica que representa la actual indefinición. 

